TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril veintisiete de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00043-00
Acta N° 161 de abril 27 de 2009
Procede la Sala a decidir la acción de tutela que Alexander de Jesús Cataño Quintero, por intermedio de apoderado judicial, ha instaurado frente a la Fiscalía General de la Nación.

ANTECEDENTES
Por conducto de representante judicial, Alexander de Jesús Cataño Quintero demanda la protección de los derechos a una vida digna, a la tranquilidad, a la integridad física, al buen nombre y de petición que estima conculcados por la Fiscalía General de La Nación.

Se aduce, en síntesis, que dada la precaria situación económica de la familia de Cataño Quintero, algunos de sus miembros fueron reclutados por las milicias populares y llevados donde un señor alias “Yunior” que siempre le manifestó que si trabajaban para él esa situación cambiaría, porque era el quinto al mando del quinto frente de las FARC EP que opera en Urabá; que cada ocho días se hacían reuniones para convertirlos en milicianos urbanos inculcándoles ideas comunistas y enseñándoles a manejar armas; que se les advertía que no fueron a traicionar los ideales guerrilleros porque “si cantaban” los asesinarían a ellos y a su familia; que el grupo se denomina “Los Porkis”; que la población civil denunció a los culpables de unos homicidios y el comandante se disgustó y manifestó que iba averiguar quienes estaban haciendo mal las cosas para fusilarlos; que, entonces, el actor decidió fugarse y esconderse en otro barrio de la comuna; que todos los del grupo cumplieron el cometido de matar a una religiosa y vociferaron que había sido Alexander de Jesús el responsable; que se puso en contacto con un investigador (cabo primero) y con el misionero de trabajo de la Fiscalía, a quienes se les comentó todo lo acaecido y que al padre lo estaban “vacunando” por $1’000.000,oo para no asesinarlo.

Siguió diciendo que hizo presencia en la Fiscalía de Medellín acompañado de un cabo primero y fue atendido por el doctor John Jairo Gómez Jiménez quien le manifestó que dejara por escrito las denuncias y que en la medida en que se desmantelara la banda le daría los beneficios e incluso le ofreció asilo político, a lo que accedió y empezó a denunciar a cada uno de los integrantes de la banda, a raíz de lo cual se produjeron 17 órdenes de captura; esa judicialización fue en el año de 1998 y fueron enviados a la cárcel Bellavista de Medellín; sin embargo, la Fiscalía no lo inscribió en ningún programa de protección y a los abogados del grupo guerrillero se les filtró la información de que el accionante fue el delator, hecho que se supo en toda la ciudad de Medellín, así que tuvo que residenciarse en esta ciudad, donde trabajó cargando mercados; en el año 2003 fue detenido por un retén de la Policía y de La Cárcel La 40 de esta ciudad fue traslado a la Cárcel Bellavista de Medellín, pese a las peticiones que hizo para que ello no ocurriera; su familia, que también regresó a Medellín, consiguió por medio de la defensoría que lo ubicaran en un sitio diferente; que en la cárcel indagaban acerca de quién era Alexander de Jesús Cataño Quintero y por ello se cambió el nombre; el día 13 de enero de 2004 le dieron la libertad y ese día le informaron que la directora del centro penitenciario estaba amenazada por no decir en qué patio se encontraba Alexander.

Agregó que como en las calles de Medellín observó a un integrante de la banda que él había denunciado que estaba en libertad, regresó a Pereira donde encontró a otro miembro de la agrupación el 14 de noviembre de 2007, mirando al frente del supermercado donde laboraba, al que también vieron una hermana y la madre del accionante cerca del lugar de su residencia; que en la Personería Municipal de Pereira solicitaron a la Fiscalía protección y asilo político para él y toda su familia sin que hubieran recibido respuesta; que enviaron un informe al Ministerio del Interior y de Justicia denunciando al Fiscal John Jairo Gómez Jiménez, por haber incumplido su promesa; que recibieron visita de una fiscal de Bogotá que elaboró una misión de trabajo y que precisó que iba a pasar un informe a la Fiscalía General de La Nación para que se les brindara protección y si era necesario trasladarlos a otro sitio, pero que a la fecha no han recibido calificación alguna; que han continuado las rondas por parte de la banda y vive en continúa zozobra.

Pide, entonces, que se restablezcan los derechos anunciados, que vienen siendo quebrantados por la Fiscalía General de La Nación al no incluirlo a él y a su familia en los programas de protección de testigos.

Aportó con su solicitud copia de derecho de petición para ser radicado en la Embajada de España u otra embajada (f. 2 y 3), y en el mismo sentido al Ministro del Interior y de Justicia (f. 4 y 5), al igual que solicitó otras pruebas.

Se dio trámite a la solicitud y se dispuso vincular al doctor John Jairo Gómez Jiménez, por la relación que de él se hizo en la demanda; se dispuso correr traslado a los accionados por el término de 2 días para que ejercieran su derecho de defensa. No fue posible la notificación al doctor Gómez Jiménez por cuanto las Fiscalías Regionales ya no existen; se pronunció la Fiscalía General de la Nación por conducto del Director del Programa de Protección y Asistencia (E) con sede en la ciudad de Bogotá D.C. quien solicitó que se desestimen las pretensiones del demandante, porque el funcionario evaluador concluyó que no era procedente otorgar la protección al evaluado, ya que no se daban los presupuestos para ello, lo que le fue informado al peticionario desde el mes de mayo de 2008, aunque se instó a la Policía Nacional para que le prestara apoyo; resaltó el tiempo transcurrido desde que el valorado intervino como informante en un proceso penal y su riesgo, sin que en ese lapso hubiera presentado alguna solicitud en este sentido, lo que hizo 10 años después; en su sentir, la única pretensión del accionante parece ser la obtención, por este medio (el de protección a testigos), de asilo en otro país en compañía de su familia, porque así lo indicó en la entrevista realizada en el estudio de riesgo; que en más de 10 años ha logrado preservar su vida e integridad personal sin que se evidencien situaciones de peligro o atentados que puedan afectar de manera inminente su vida.

No requirió la Sala de otras pruebas, entre ellas el testimonio pedido, porque el propio demandante relató las oportunidades y la forma en que han percibido a algún sujeto merodeando por su lugar de trabajo o su residencia.

Ahora se procede a resolver, previas las siguientes

CONSIDERACIONES

En ejercicio de la acción que prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional y con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales a una vida digna, a la tranquilidad, a la integridad física, al buen nombre y de petición, Alexander de Jesús Cataño Quintero demandó a la Fiscalía General de La Nación, porque estima que los mismos se le vulneraron, al no incluirlo en el Programa de Protección de Testigos que la Fiscalía maneja, en virtud de las denuncias e información que suministró y que dieron lugar a la captura de varios integrantes de una  banda delictiva en la ciudad de Medellín.
Antes de abordar de fondo la solicitud de amparo constitucional, conviene precisar que pese a la vinculación que se dispuso de John Jairo Gómez Jiménez en su calidad de Fiscal Regional, según lo anunció el demandante, no fue posible hallarlo, porque esas Fiscalías existieron hasta 1999 y no contaba la Sala con datos diferentes que permitieran su notificación. Aunque, en realidad, su comparecencia se tornaba anodina, si bien lo que se pretende es que la Fiscalía General de la Nación, como institución, le otorgue un beneficio al actor, decisión en la cual nada tendría que ver aquél que fue su funcionario. 
Ya en lo relativo a la protección que se reclama, viene apuntalada en el hecho de que Alexander de Jesús Cataño Quintero no fue incluido, junto con su familia, en el programa de protección a testigos y otros, del que trata la Ley 418 de 1997, artículo 67, modificado por el artículo 4º de la Ley 1106 de 2006,  y que opera bajo la dirección y coordinación de la Fiscalía General de la Nación, a pesar de la colaboración que en el año de 1998 brindó a la justicia al denunciar a una banda ilegal a la que no quiso pertenecer, por cuya delación fueron aprehendidos y judicializados sus miembros, alguno de los cuales se ha visto rondando cerca de su lugar de trabajo y de su residencia, generándoles zozobra. 
    



Para decirlo de entrada, encuentra la Sala que el amparo deprecado no puede salir avante, si de conformidad con el precedente constitucional sobre la materia y con arraigo en la regulación legal sobre el asunto, se establece que si bien compete al Estado garantizar el mantenimiento del orden público y la convivencia pacífica de los habitantes, y dentro de este marco velar por la preservación de la vida y la seguridad de las personas que han puesto en conocimiento de las autoridades eventos que dan lugar a una satisfactoria investigación de orden penal, bajo la égida de colaboración para el buen funcionamiento de la administración de justicia, “…la vinculación no es automática, pues la Fiscalía General de la Nación cuenta con la facultad para realizar un estudio de las solicitudes de incorporación al Programa que presente el funcionario judicial que adelanta la actuación, cualquier otro servidor público o directamente el propio interesado. Los criterios que rigen la vinculación al Programa son los siguientes: (i) que exista nexo entre la participación en el proceso penal de quien aspire a ingresar al Programa y los factores de amenaza y riesgo; (ii) que la única motivación que haya impulsado (a quien aspire a la protección) a participar en el proceso penal sea la de colaborar oportuna y espontáneamente con la administración de justicia; (iii) que el tipo de medidas de seguridad no pueda ser implementado por otro organismo estatal creado con esa finalidad o que las medidas requeridas correspondan a las específicas del Programa; (iv) que la admisión del candidato a ser protegido no constituya un factor que afecte en forma insuperable la seguridad de la estructura del Programa o de la propia Fiscalía General de la Nación.” 

  



Corresponde, entonces, a la Fiscalía, por intermedio de sus funcionarios, estudiar los acontecimientos determinados que motivan una solicitud de protección. Precisamente, bajo ese derrotero, según la prueba arrimada a la foliatura, el ente acusador actuó en este caso, porque una vez estuvo al tanto de la situación del demandante, procedió a adelantar las diligencias pertinentes, tendientes a la evaluación de amenaza y riesgo denunciados, a la vez que se le solicitó al Comandante de Policía del Departamento de Risaralda, realizar visitas periódicas (f. 75) al lugar de residencia del actor.  En desarrollo de aquellas se rindió el informe del Coordinador del Grupo de Investigación y Seguridad de la Fiscalía General de La Nación con sede en la ciudad de Bogotá bajo un minucioso y detallado análisis de la misión encomendada, con relación a la evaluación y riesgo denunciados por Alexander de Jesús Cataño Quintero (f. 76 a 81); allí se concluyó, el 2 de mayo de 2008, que éste no debía ser incorporado al Programa de Protección y Asistencia respectivo, al no darse las condiciones para ello. Se dijo en uno de los apartes de la misión de trabajo que:

  



“Con relación al riesgo que pudiera estar detentado el evaluado es Ordinario.

 



Considero que el riesgo que enfrenta el evaluado no es: específico e individualizable pues no recae directamente sobre el evaluado; concreto pues no se basa en hechos reales de amenaza; importante, pues no amenaza con lesionar bienes jurídicos valiosos como la vida o la integridad personal; serio pues su materialización no es probable; claro y discernible, pues no se observa riesgo derivado en su condición de testigo.

  



…Nexo Causal: No se configura, puesto que en este caso no se presentan los dos elementos del nexo de causalidad, la intervención procesal eficaz del candidato a protección y el riesgo originado en esa participación.” 
  



Todo lo cual condujo a decidir que no era viable la incorporación alegada, a pesar de lo cual, se reitera, se le pidió a la autoridad competente que implementara algunas medidas de seguridad en beneficio del accionante y su familia, que se han venido cumpliendo por parte de la Policía Nacional, como él mismo lo reconoce en su escrito.

  



De manera que no sólo porque la Fiscalía adoptó en su momento la decisión que le incumbía, sino porque desde cuando Alexander de Jesús Cataño Quintero fue vinculado al proceso penal a esta parte, e incluso desde cuando afirma que alguno de aquellos a quienes denunció se dejó ver por sus contornos, ha trascurrido un tiempo bastante considerable, no se erige la acción de tutela, que es un mecanismo breve y sumario, con el que se procura la protección de un derecho fundamental por una vulneración o amenaza actual e inminente, que en este caso no se ha acreditado, como el medio idóneo para hacer valer sus derechos.

Lo dicho hasta ahora impide que se abra paso la acción en lo que se refiere a los derechos a una vida digna, a la tranquilidad, a la integridad física y al buen nombre, porque ninguno de ellos se advierte vulnerado. 

Y en cuanto al derecho de petición hay que decir que tampoco ha sido desconocido, por lo menos no por la Fiscalía, porque la copia que reposa a folio 4 enseña que el demandante le pidió al Ministerio del Interior y de Justicia que estudiara la posibilidad de un asilo político; frente a esa solicitud, el Ministerio remitió el oficio 004772 a la Dirección del Programa de Protección y Asistencia de aquella institución y fue eso lo que motivó el estudio de seguridad que se le hizo a Alexander de Jesús.  Es decir, que respecto de la inclusión en el programa de protección a testigos no hubo por parte del accionante una petición concreta a la Fiscalía que generara de su parte la obligación de una respuesta directa, presupuesto aquél indispensable para que pueda pensarse en la violación de ese derecho fundamental, en los términos del artículo 23 de la C.N. 

En conclusión, como no se ha vulnerado por parte de la Fiscalía General de la Nación ninguno de los derechos que se invocan, se negará el amparo deprecado. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Alexander de Jesús Cataño Quintero, contra la Fiscalía General de La Nación.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                    CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS

� Sentencia T-683 de 2005





